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CoMUNICACióN TÉCNICA - EsPAÑA 
La Constitución Española ordena en su artículo 10.2 que las 
normas relativas a los derechos fundamentales y libertades que 
la propia Constitución reconoce se interpreten de acuerdo con 
la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y 
acuerdos internacionales que al respecto hayan sido ratificados 
por España. 
Lejos de constituir ésta una norma superflua, atribuye a los 
tratados internacionales sobre derechos humanos una función 
interpretativa de los mismos y de las libertades fundamentales 
que la Constitución y el resto del ordenamiento jurídico recono-
cen1. 
En el ámbito europeo destaca la aplicación del Convenio 
Europeo para la protección de los Derechos Fundamentales y 
en particular la jurisprudencia emanada del Tribunal Europeo 
Nuestro Tribunal Constitucional se ha pronunciado en este sentido en 
diversas ocasiones en sentencias como la 36/1991, de 14 de febrero o la 64/ 
1991, de 22 de marzo, diciendo que el artículo 10.2 de la CE, "no da rango 
constitucional a los derechos y libertades internacionalmente proclamados en cuan-
to no estén también consagrados por nuestra Constitución, pero obliga a interpre-
tar los correspondientes preceptos de ésta de acuerdo con el contenido de dichos 
Tratados o Convenios, de modo que en la práctica este contenido se conciate CIZ 
cierto modo en el contenido constitucionalmente declarado de los derechos y libert,z-
des que enuncia el Capítulo segundo del Título I de nuestra Constitución". 
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de Derechos Humanos2, que en los últimos años ha venido pro-
duciendo una serie de decisiones relacionadas, de forma directa 
o indirecta, con la materia tributaria que han ido generando un 
cierto interés en la doctrina sobre este tema. 
Pero además del Convenio citado, debe tenerse en cuenta la 
Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, en 
la medida en que el reciente Tratado de Lisboa ha optado por 
otorgar a dicho texto el rango de Tratado3. 
Los derechos, libertades y principios enunciados en la Carta 
se interpretarán con arreglo a lo establecido en la misma y es 
por ello que hemos de indicar que el artículo 56.3 de la Carta 
Europea establece que "En la medida en que la presente Carta con-
tenga derechos que correspondan a derechos garantizados por el Con-
venio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las 
Libertades Fundamentales, su sentido y alcance serán iguales a los 
que les confiere dicho Convenio ... ". De ahí que podamos afirmar 
que las divergencias puntuales que podamos encontrar entre el 
texto del Convenio Europeo y de la Carta de la UE no inciden 
en el grado de protección de los derechos humanos, puesto que 
el primero de estos Tratados sigue siendo la norma interpretativa 
básica para asegurar el correcto cumplimiento de los mismos. 
Teniendo en cuenta la referida equiparación, haremos una 
reflexión sobre el principio de igualdad en la imposición sobre 
2 
3 
La naturaleza de las sentencias del Tribunal es declarativa, puesto que este 
órgano simplemente declara la existencia o no de una violación del Con-
venio sin establecer la obligación de realizar ninguna actividad concreta 
por parte del Estado acusado. Por lo tanto las decisiones del Tribunal no 
son por sí mismas ejecutables en el ordenamiento interno, en la medida en 
que no pueden anular una norma, un acto o una resolución judicial consi-
derada contraria al contenido del Convenio. 
Tras la retirada del proyecto de Constitución Europea el Tratado de Lisboa 
de 17 de diciembre de 2007 ha introducido ciertas modificaciones en el 
Tratado de la Unión Europea. 
El artículo 6.1 del Tratado de Lisboa dispone que "La Unión reconoce los 
derechos, libertades y principios enunciados en la Carta de los Derechos Funda-
mentales de la Unión Europea de 7 de diciembre de 2000, tal como fue adaptada ell2 
de diciembre de 2007 en Estrasburgo, la cual tendrá el mismo valor jurídico que los 
Tratados". 
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la renta con ocasión de la jurisprudencia emanada del Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos en materia tributaria. 
La igualdad constituye en definitiva la idea que resume los 
principios de justicia tributaria en la medida en que, en un sen-
tido positivo, se identifica con la igualdad ante la ley que reco-
noce el artículo 14 de nuestra Constitución y con la igualdad 
material que determina el artículo 31 de esta misma norma, que 
además pone de manifiesto su conexión con otros principios de 
justicia tributaria tales como el de capacidad económica y el de 
progresividad. En un sentido negativo, la igualdad invoca el 
principio de no discriminación que debe proyectarse en la crea-
ción y en la aplicación de las normas tributarias. 
Tradicionalmente ha sido el Tribunal Constitucional el que 
se ha encargado de interpretar el principio de igualdad4, esta-
bleciendo los criterios que permiten considerar una diferencia 
de trato amparada por el indicado principio. Dichos criterios 
son: la exigencia de una justificación objetiva y razonable de la 
4 
"Sobre el alcance del principio de igualdad ante la Ley este Tribunal ha 
elaborado en numerosas Sentencias una matizada doctrina cuyos rasgos 
esenciales pueden resumirse como sigue: a) no toda desigualdad de trato 
en la ley supone una infracción del art. 14 de la Constitución, sino que 
dicha infracción la produce sólo aquella desigualdad que introduce una 
diferencia entre situaciones que pueden considerarse iguales y que carece 
de una justificación objetiva y razonable; b) el principio de igualdad exige 
que a iguales supuestos de hecho se apliquen iguales consecuencias jurídi-
cas, debiendo considerarse iguales dos supuestos de hecho cuando la utili-
zación o introducción de elementos diferenciadores sea arbitraria o carez-
ca de fundamento racional; e) el principio de igualdad no prohíbe al 
legislador cualquier desigualdad de trato, sino sólo aquellas desigualda-
des que resulten artificiosas o injustificadas por no venir fundadas en cri-
terios objetivos y suficientemente razonables de acuerdo con criterios o 
juicios de valor generalmente aceptados; d) por último, para que la dife-
renciación resulte constitucionalmente lícita no basta con que lo sea el fin 
que con ella se persigue, sino que es indispensable además que las conse-
cuencias jurídicas que resultan de tal distinción sean adecuadas y propor-
cionadas a dicho fin, de manera que la relación entre la medida adoptada, 
el resultado que se produce y el fin pretendido por el legislador superen 
un juicio de proporcionalidad en sede constitucional, evitando resultados 
especialmente gravosos o desmedidos" (STC 76/1990, de 26 de abril). 
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situación de discriminación y el respeto del principio de propor-
cionalidad entendido como una adecuación razonable entre el 
medio elegido y el fin conseguido. 
En la actualidad, el interés por el estudio del Derecho tribu-
tario desde la perspectiva de los derechos humanos nos obliga a 
analizar los mismos, no sólo desde la vertiente ofrecida por la 
Constitución y su órgano de controt sino también y muy espe-
cialmente desde la interpretación que ofrecen los tratados inter-
nacionales en esta materia ratificados por España. 
El artículo 14 del Convenio Europeo establece que: "El goce 
de los derechos y libertades reconocidos en el presente Convenio ha 
de ser asegurado sin distinción alguna, especialmente por razones de 
sexo, raza, color, lengua, religión, opiniones políticas u otras, origen 
nacional o social, pertenencia a una minoría nacional, fortuna, nací-
miento o cualquier otra situación"s. 
Este precepto trata de garantizar que el disfrute de los dere-
chos y libertades reconocidos en el Convenio se realice de un 
modo no discriminatorio y por ello se puede afirmar que com-
plementa a las demás reglas sustantivas del Convenio y sus Pro-
tocolos6. El artículo 14 del Convenio no tiene una existencia in-
dependiente, sino que sus efectos sólo pueden ser entendidos en 
relación con los otros derechos reconocidos convencionalmen-
te, siendo por ello necesario que se invoque en conexión con 
otro artículo del texto internacionaF. Lo anterior no implica la 
existencia de una obligada vulneración conjunta de derechos, 
sino que el respeto hacia los otros derechos alegados en conjun-
5 Asimismo los artículos 20 y 21 de la Carta Europea declaran el principio de 
igualdad ante la ley y no discriminación respectivamente. 
6 El Protocolo núm. 12 establece en su artículo 1 una prohibición general de 
no discriminación en el disfrute de cualquier derecho reconocido por la 
ley, pero este Protocolo adicional no ha sido ratificado por España. 
7 En opinión de GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo y otros autores, "no se 
trata de un derecho sino de un principio que acompaña, como parte 
indisociable, a cada uno de los derechos reconocidos por una convención o 
declaración", El sistema europeo de protección de los derechos humanos, Ed. 
Civitas, Madrid, 1979, pág. 39. 
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ción con el artículo 14 no es óbice para la existencia de un trato 
discriminatorio no justificado8 . 
Admitida la aplicación del artículo 14 a un supuesto concre-
to, dicho precepto protege a los ciudadanos que se encuentran 
en similar situación frente a discriminaciones en el disfrute de 
sus derechos fundamentales. Sin embargo no es posible afirmar 
que toda diferencia de trato sea discriminatoria, sino que puede 
existir una justificación objetiva y razonable que la ampare, lo 
que "a sensu contrarío" deriva en la consideración de una situa-
ción discriminatoria cuando no persiga una finalidad legítima o 
cuando no exista una relación razonable de proporcionalidad 
entre los medios empleados y el fin que se quiere conseguir9. 
Ahora bien, por otro lado hay que tener en cuenta que los 
Estados contratantes disponen de un amplio margen de apre-
ciación para determinar si las diferencias existentes entre situa-
ciones que podrían considerarse idénticas fundamentan la di-
vergencia de trato, y es dicho margen de apreciación el que en 
ocasiones ha llevado al Tribunal Europeo a considerar correcta 
la actuación estatal en un supuesto concreto. 
El principio de igualdad en la imposición sobre la renta ha 
sido objeto de análisis en diversos pronunciamientos del Tribu-
nal Europeo de Derechos Humanos con el fin de de delimitar si 
el Estado demandado ha actuado de acuerdo con su margen de 
8 PÉREZ ROYO, Fernando, "El derecho de propiedad y la prohibición de 
discriminación en su disfrute como límites al poder tributario en el Con-
venio Europeo de Derechos Humanos", CREDF, núm. 109-110,2001, pág. 
36. 
9 Podemos recordar en este punto la doctrina sobre el trato discriminatorio 
del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en el caso Darby contra Suecia 
de 23 de octubre de 1990, que fue una Sentencia muy significativa por ser 
de las primeras que aplicaba el artículo 14 del Convenio Europeo a la 
materia tributaria. Se trataba de una discriminación por razón de residen-
cia en la que el Tribunal, a diferencia de lo ocurrido en otros casos, falla a 
favor de los recurrentes; entendiendo que en este supuesto la divergencia 
de trato entre residentes y no residentes no responde a ninguna causa 
legítima de acuerdo con el Convenio. 
905 
XXN JoRNADAS LATINOAMERICANAS DE DERECHO TRIBUTARIO 
apreciación o si por el contrario la normativa tributaria aplica-
da supone la existencia de un trato discriminatorio10• 
La lógica limitación en la extensión que supone un trabajo de 
este tipo me ha llevado a centrar esta comunicación en una Sen-
tencia más reciente del Tribunal Europeo de Derechos Huma-
nos un tanto curiosa, no sólo por el supuesto de hecho que se 
plantea -se trataría de un régimen en abstracto o de un hecho 
hipotético-, sino también en nuestra opinión por la argumenta-
ción que apoya el fallo desfavorable del Tribunal. Nos referimos 
al caso Burden y Burden contra Reino Unido de 12 de diciembre 
de 2006 en el que se cuestiona la existencia de un posible trato 
discriminatorio en relación con el Impuesto de Sucesiones britá-
nico entre los matrimonios y parejas no casadas y los miembros 
de una misma familia que conviven juntos. 
El principio de igualdad y no discriminación en el Impuesto 
sobre Sucesiones había sido objeto de reflexión con anterioridad 
por el Tribunal Europeo en la Sentencia de 22 de junio de 1999 
(caso Galeotti Ottieri Della Ciaja contra Italia) en el que se alega 
una violación del artículo 14 por parte de la legislación italiana, 
ya que ésta grava las grandes herencias de forma despro-
porcionada en relación con las pequeñas. De acuerdo con la 
normativa reguladora de este Impuesto, el tipo de gravamen se 
determina tomando en consideración la herencia como un todo 
y sin atender a la participación de cada heredero en la misma, 
lo que eleva la progresividad del Impuesto a límites extremos. El 
Tribunal no falla en este caso a favor de los recurrentes por en-
tender que la medida adoptada por el Estado se encuentra den-
tro de su margen de apreciación y persigue un fin legítimo fun-
damentado en el principio de progresividad y ello, a pesar de 
que, en nuestra opinión, esta medida no respeta en absoluto el 
principio de capacidad económica del sujeto pasivo. 
10 Una amplia selección de jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos en materia tributaria puede consultarse en mi monografía: La 
aplicación del Convenio Europeo de Derechos Humanos en materia tributaria: un 
análisis jurisprudencia[, Ed. Aranzadi, Navarra, 2002 y en la Reseña de Juris-
prudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, CREDF, núm. 135, 2007. 
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El distinto tratamiento entre los matrimonios y las parejas no 
casadas en el Impuesto que grava la renta también ha constitui-
do el objeto de alguna sentencia del Tribunal Europeo de Dere-
chos Humanos. Significativa al respecto es la Sentencia de 19 de 
octubre de 2005 en el caso P. M. contra Reino Unido en el que se 
cuestiona la discriminación hacia un padre no casado, puesto 
que la legislación británica no le permite deducir la manuten-
ción abonada a su hija en sentido contrario a lo que ocurre si la 
filiación es consecuencia de un matrimonio entre los progenito-
res. Efectivamente, como indica el Tribunat el recurrente difie-
re de un padre casado sólo por su situación marital pero el ma-
trimonio, por lo que se refiere a los hijos, no condiciona los derechos 
de custodia ni las obligaciones de los progenitores que lo son en 
todo caso. El propósito de la deducción consiste en hacer más fácil 
para los padres el soporte de la nueva familia y no puede justifi-
carse la ausencia del derecho a aplicarse estos beneficios tributa-
rios por el solo hecho de ser un padre no casado. 
El caso sobre el que queremos reflexionar seguidamente ver-
sa, por un lado, sobre la imposición sobre la renta obtenida 
"mortis causa" (Impuesto de Sucesiones) e incide, por otro, en 
el tema ya tratado en diversas ocasiones por este Tribunal acer-
ca de la diferencia de trato entre los matrimonios y las personas 
que conviven juntas, siendo importante destacar que en este 
supuesto dichas personas están unidas por vínculos de paren-
tesco. El caso Burden y Burden presenta, a nuestro entender, otra 
peculiaridad y es que el supuesto de hecho que da lugar a esta 
Sentencia es en realidad una hipótesis, puesto que el trato 
discriminatorio estaría condicionado a la producción de un he-
cho que en el momento de presentarse la demanda al Tribunal 
todavía no había sucedido: el fallecimiento de una de las recu-
rrentes. 
Las circunstancias del caso pueden resumirse de la siguiente 
forma: Las recurrentes son dos hermanas solteras. Han vivido 
juntas toda su vida y desde hace más de 30 años lo hacen en la 
casa que heredaron de sus padres. Cada hermana ha dejado la 
mitad de la propiedad de esa casa a la otra. Ambas tienen ya 
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una avanzada edad y preocupadas por lo que ocurrirá cuando 
una de ellas fallezca observan que el Impuesto de Sucesiones 
nacional contempla una exención en relación con las propieda-
des que uno de los esposos del matrimonio transmite a su muer-
te al otro esposo; exención que más tarde se amplia a las parejas 
no casadas de diferente o igual sexo. 
Una vez confirmado que ese beneficio no les será aplicable a 
ellas, al no tratarse de una pareja de hecho sino de una pareja 
unida por un lazo de consanguinidad, y alteradas por la idea 
de que la hermana que sobreviva se verá obligada a vender la 
casa familiar para poder hacer frente al pago del Impuesto, pre-
sentan un recurso ante el Tribunal Europeo alegando la viola-
ción de dos preceptos convencionales: el artículo 1 del Protoco-
lo núm. 1 -sobre el derecho de propiedad- y el artículo 14 de la 
Convención -relativo a la prohibición de discriminación-, en la 
medida en que la hermana que reciba la herencia tendrá que 
hacer frente a una cuota del Impuesto de Sucesiones no compa-
rable con la que corresponde al cónyuge que sobrevive en un 
matrimonio o pareja civiL 
Significativo es, desde un primer momento, el problema pro-
cesal con el que se encuentra el Tribunal Europeo, puesto que 
tiene que pronunciarse sobre la protección de un derecho fun-
damental en un momento en que la vulneración no se ha pro-
ducido y solo se producirá cuando una de estas hermanas fa-
llezca. Debía entrar a analizar una discriminación hipotética y 
por ello podía haber declinado la invitación al entender que el 
supuesto de hecho planteado no se había producido; podría in-
cluso no producirse nunca por una posible modificación de la 
ley actualmente en vigor. No obstante y ante la alta probabili-
dad de que, en un momento próximo, alguna de las demandan-
tes tuviera que hacer frente al pago del Impuesto, el Tribunal 
decide admitir la demanda al considerar que ambas se encuen-
tran directamente afectadas por la ley impugnada. 
Admitida la demanda en cuestión, el Tribunal debe entrar a 
conocer sobre el fondo del asunto que consiste en determinar si 
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la privación de su propiedad que conllevaría la obligación de 
pagar una alta cuota del Impuesto de Sucesiones es 
discriminatoria de acuerdo con el artículo 14 del Convenio. Debe 
determinar, en este punto, si las recurrentes se encuentran en 
análoga posición a una pareja o matrimonio y cual es la dife-
rencia que impide aplicar a estas hermanas la exención del Im-
puesto sobre Sucesiones. 
Las recurrentes indican que se encuentran en idéntica posi-
ción de convivencia que los matrimonios y demás parejas a efec-
tos del Impuesto, con la única diferencia significativa de inexis-
tencia de relación sexual entre ellas, mientras que el gobierno 
británico muestra como no hay una verdadera analogía porque 
las recurrentes están unidas por vínculos de nacimiento y no 
por una decisión de entrar a formar parte de una relación for-
mal reconocida por la ley. 
El Tribunal admite que un hombre y una mujer sin vínculo 
de parentesco son libres de decidir si quieren o no involucrarse 
en el conjunto de derechos y obligaciones que envuelven el ma-
trimonio, mientras que las recurrentes en cuanto hermanas no 
hacen esa elección. Pero, como textualmente afirma la Corte 
europea, no es su función decidir si la ausencia de elección tiene 
alguna influencia en la cuestión, sino que debe precisar si, a los 
efectos del Impuesto de Sucesiones, las recurrentes presentan 
una posición análoga a los matrimonios y parejas de hecho o si 
existen circunstancias objetivas que justifiquen la diferencia de 
trato. 
Antes de tomar una decisión el Tribunal intenta mostrarse 
cuidadoso tanto con la legitimidad de la política social que ins-
pira el establecimiento de dicha exención, como con el amplio 
margen de apreciación que se aplica en el campo de la 
tributación. Así pues observa como "el legislador puede garanti-
zar beneficios en el Impuesto de Sucesiones sobre la base de diferentes 
criterios: podía haber abandonado el concepto de matrimonio o rela-
ción civil y extender el beneficio a hermanos u otros miembros de la 
familia que vivan juntos, o basarlo en otros criterios como el período 
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de conuíuencía, la cercanía de la relación de consanguinidad ... ", pero 
lo importante en este asunto no es determinar los criterios que 
puede utilizar el Estado para la aplicación de la exención, sino 
argumentar si el trato diferencial entre los miembros de la fami-
lia (en este caso hermanas) que conviven juntas durante un lar-
go período de tiempo y los miembros de un matrimonio o pareja 
ajena a vínculos de parentesco a la hora de aplicar la exención 
cuestionada en el Impuesto de Sucesiones excede del margen de 
apreciación del Estado. 
Las circunstancias del caso determinan, en opinión de la 
mayoría de los magistrados, que el Reino Unido no se ha exce-
dido en su margen de apreciación y que la diferencia de trato a 
la hora de aplicar la exención es razonable y se encuentra obje-
tivamente justificada de acuerdo con el artículo 14 de la Con-
vención. 
Ahora bien, admitida la demanda en un supuesto tan pecu-
liar como el presente, creemos que el Tribunal podía haber apro-
vechado la ocasión para extender este beneficio tributario más 
alla del ámbito de la convivencia conyugal y haber fallado a 
favor de las recurrentes fundamentando su decisión en otros 
principios de justicia tributaria que podrían verse afectados por 
la actuación estataL 
La decisión del Tribunal Europeo puede considerarse correc-
ta desde el punto de vista de la legalidad, en la medida en que 
existe una justificación objetiva y razonable para diferenciar las 
parejas civiles y los matrimonios de otro tipo de parejas que con-
viven juntas. El propósito de la norma que establece la exención 
consistente en que la persona que sobrevive no debe abonar el 
Impuesto de Sucesiones correspondiente a la cantidad hereda-
da de su cónyuge tiene una justificación de política social clara 
que es la idea de fomentar las relaciones comprometidas y esta-
bles y se extendió en el año 2004 a las parejas no casadas con la 
finalidad de garantizar la igualdad entre los matrimonios y otro 
tipo de uniones que sustancialmente eran similares, pero con 
ello no se pretendía poner en el mismo lugar a otras muchas 
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personas unidas por la convivencia, tales como hermanos u otro 
tipo de familiares, siendo prueba de ello que la enmienda pre-
sentada a la norma tributaria en este sentido fue rechazada. 
Esa es en consecuencia la verdadera razón por la que se puede 
decir, a nuestro entender, que existe una justificación objetiva y 
razonable que se incluye dentro del margen de apreciación del 
Estado y no puede justificarse el distinto tratamiento en el sim-
ple hecho de que "hay una decisión voluntaria de convivencia" que 
también la hay en la convivencia de las hermanas aunque su 
vínculo sea de consanguinidad y no matrimonial. 
Pero lo cierto es que la situación de convivencia de muchas 
personas no difiere en determinados aspectos, sobre todo en el 
emocional y en el económico, de otras uniones que sí aparecen 
beneficiadas por la exención en el Impuesto sobre Sucesiones. 
Por ello y aunque la decisión tomada por el Tribunal pueda con-
siderarse legal, podemos afirmar, siguiendo la opinión del voto 
disidente, que no es adecuada en términos de justicia material. 
Consideramos que podría haberse llegado a otra solución alu-
diendo a otros principios de justicia tributaria, tales como el prin-
cipio de proporcionalidad, en la medida en que el fin persegui-
do -la recaudación de un tributo- no legitima los medios: no 
puede entenderse legítimo que el daño sufrido por la hermana 
que sobrevive tras la muerte de su pariente más cercano se vea 
incrementado por la pérdida de su bien más preciado, que es el 
hogar familiar en el que ha convivido con su hermana durante 
muchos años. Y es que además el Impuesto de Sucesiones pasa-
ría a ser en este caso confiscatorio, privando a la persona que 
sobrevive de un bien de primera necesidad como es la vivienda 
habitual, razón por la que podría haberse afirmado la existen-
cia de una violación del artículo 1 del Protocolo núm. 1 sobre el 
derecho de propiedad. 
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